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ATE debe indemnizar a un militar 
retirado por “escracharlo”  
en el lugar donde reside

La Cámara 1ª en lo Civil y Comer-
cial de Córdoba admitió el recurso 
de un accionante, revocó el recha-
zo de la demanda y condenó a la 
Asociación Trabajadores del Esta-
do (ATE) - Seccional Córdoba a in-
demnizarlo por el “escrache” he-
cho en el ingreso de un barrio mi-
litar, al considerar que esa con-
ducta no constituyó un ejercicio 
regular de la libertad de expresión 
ni de los derechos sindicales sino 
“un acto de hostigamiento públi-
co innecesario y excesivo”, sus-
ceptible de lesionar el honor y la 
reputación. El tribunal, integrado 
por Guillermo P. B. Tinti, Julio C. 
Sánchez Torres y Andrés Federico 
Varizat, fijó $5 millones por daño 
moral y $408.000 por gastos de te-
rapia psicológica, más intereses, y 
ordenó publicar la sentencia.  

El actor había demandado a 
ATE, atribuyéndole una campaña 
de difamación vinculada con un 
conflicto laboral suscitado cuan-
do se desempeñaba como admi-
nistrador de una farmacia del 
Instituto de Obra Social de las 
Fuerzas Armadas (Iosfa). Una 
empleada y delegada gremial lo 
había denunciado por maltrato 
laboral, violencia de género y dis-
criminación gremial. En ese con-
texto, el sindicato efectuó publi-
caciones y, el 10 de marzo de 
2023, realizó una manifestación 
en el lugar referido, donde distri-
buyó folletería y expuso pública-
mente al accionante. 

En primera instancia, la jueza 
Laura Mariela González rechazó 
integralmente la demanda. Con-
sideró que los escraches vincula-
dos con denuncias de violencia 
de género podían quedar com-
prendidos dentro de la libertad 
de expresión y entendió aplicable 
la doctrina de la real malicia. Se-
gún esa interpretación, ATE con-
taba entonces con elementos su-
ficientes -el relato de la denun-
ciante y actuaciones de la Oficina 
de Perspectiva de Género del Ios-
fa- para considerar verosímiles 
los hechos denunciados, sin que 
pudiera atribuírsele conocimien-
to de su falsedad o indiferencia 
respecto de ella.  

La cámara discrepó con ese en-
cuadre. El voto de Tinti, al que se 
adhirieron los restantes vocales, 
reconoció la relevancia constitu-
cional de la libertad de expresión y 
del derecho de protesta, pero esta-
bleció una diferencia sustancial 
respecto del escrache dirigido es-
pecíficamente contra una perso-
na. Señaló que este último tiene 
“un destinatario unívoco y un ob-

jetivo claro que consiste en expo-
nerlo públicamente a una conde-
na social” y que, por ello, no podía 
justificarse automáticamente por 
la trascendencia pública de la pro-
blemática de género. 

 
Colectivo 
El tribunal tuvo especialmente en 
cuenta que ATE no era un colecti-
vo vulnerable carente de vías ins-
titucionales para formular sus re-
clamos sino una organización sin-
dical provista de herramientas ju-
rídicas para defender a sus afilia-
dos. Además, cuando se realizó el 
“escrache”, la denunciante ya ha-
bía recurrido a los mecanismos 
administrativos y judiciales co-
rrespondientes: se había iniciado 
un procedimiento ante Iosfa, el 
actor había sido apartado preven-
tivamente de la farmacia y tam-
bién se habían dispuesto judicial-
mente medidas de protección.  

En esas circunstancias, la cáma-
ra calificó la manifestación como 
“una actuación ilegítima y daño-
sa, reprobada por el derecho y lle-
vada a cabo con manifiesta indife-
rencia por los intereses ajenos”. 
Consideró configurado el dolo 
eventual del art. 1724 del CCCN 
porque ATE pudo representarse 
como probable el daño derivado 
de exhibir el rostro del actor y pro-
curar desacreditarlo frente a cole-
gas, amigos y conocidos, pese a lo 
cual continuó con su conducta. 
También juzgó indudable la rela-
ción causal entre el escrache y la 
afectación del honor, dado que 
esa modalidad de protesta persi-
gue precisamente comprometer 
la reputación de su destinatario.  

Respecto del daño moral, la 
prueba psicológica permitió co-
rroborar las consecuencias del 
episodio y la particular importan-
cia que para el actor tenían los va-
lores vinculados con su extensa 
carrera militar. La alzada conside-
ró acreditadas la perturbación 
anímica, angustia e impotencia 
derivadas de haber sido pública-
mente expuesto frente a personas 
de su ámbito profesional y social. 

En consecuencia, admitió par-
cialmente la demanda y condenó 
a ATE a pagar $5 millones por da-
ño moral y $408.000 por daño 
emergente correspondiente a te-
rapia psicológica, más intereses. 
Asimismo, ordenó publicar la 
sentencia firme a través de la Ofi-
cina de Comunicación del Tribu-
nal Superior de Justicia y en los 
canales de difusión de ATE, e im-
puso al sindicato las costas de 
ambas instancias. 
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E
l Juzgado en lo Civil y Comer-
cial de 31ª Nominación de la 
ciudad de Córdoba rechazó 

una demanda por daños y perjui-
cios presentada por una pareja 
contra su obra social y el sanatorio 
donde la mujer se atendía cuando 
estaba embarazada. 

Los actores reclamaron una in-
demnización por el supuesto in-
cumplimiento del deber de trato 
digno y por violencia obstétrica. 
Argumentaron que se les impidió 
concretar su plan de parto elegido; 
esto es, un parto vaginal con anes-
tesia epidural.  

El núcleo del reclamo se centró 
en la negativa de la institución mé-
dica de asegurar la disponibilidad 
de un anestesiólogo de guardia las 
24 horas, exclusivamente para par-
tos vaginales no quirúrgicos, en el 
contexto sanitario de la pandemia 
de covid-19, cuando los profesio-
nales sólo estaban disponibles pa-
ra anestesias programadas en ce-
sáreas y mantenían guardias pasi-
vas para urgencias médicas. 

Los demandantes alegaron que 
la situación los forzó a abandonar 
la cartilla de su prestadora y con-
tratar de manera particular otra 
cobertura médica cuando el em-
barazo de la madre estaba avan-
zado, para acceder a la práctica 
que deseaban. 

El juez Aquiles Villalba rechazó 
la demanda tras concluir que las 
acusaciones de destrato y violen-
cia obstétrica carecían de susten-
to fáctico y probatorio. Subrayó la 
necesidad de evaluar los hechos 
dentro del complejo contexto de 
la pandemia, a fines de 2020, un 
período durante el cual el sistema 
sanitario se encontraba bajo un 
colapso severo y tenía recursos li-
mitados y protocolos de actua-
ción estrictos.  

El magistrado constató que el sa-
natorio proveyó los controles prena-
tales indispensables y los estudios 
requeridos por el Plan Médico Obli-
gatorio (PMO). Asimismo, la valora-

ción probatoria demostró que el no-
socomio contaba con un servicio de 
obstetricia adecuado y un sistema 
de guardia pasiva para emergen-
cias, que resguardaba la seguridad 
de la madre y del niño por nacer.  

En ese sentido, el sentenciante 
determinó que no se demostró con 
grado de verosimilitud suficiente el 
daño alegado y que la paciente “no 
tuvo alteraciones demostradas que 
encierren en sí mismo un acto u 
omisión generados de violencia 
obstétrica, toda vez que la fue aten-
dida en el marco de pandemia”. 

Villalba ratificó que la disconfor-
midad con las preferencias de par-
to de los médicos del staff o la im-
posibilidad estructural del estable-
cimiento de garantizar un aneste-
siólogo permanente para partos 
vaginales, en un contexto de fuerza 
mayor, urgencias o necesidad im-
periosa, no constituyen por sí solas 
conductas humillantes, denigran-
tes ni omisiones médico-asisten-
ciales, que configuren violencia de 
género u obstétrica bajo el amparo 
de las leyes 25929 y 26485.  

Al no comprobarse de manera 
fehaciente el nexo causal ni la exis-
tencia de un daño resarcible deri-
vado de una conducta antijurídica 
por parte de las demandadas, las 
pretensiones de los actores fueron 
desestimadas en su totalidad. 

El magistrado destacó que la 
causa debía analizarse bajo la 
obligación de juzgar “con criterio 
de igualdad como no discrimina-
ción” con respeto a los derechos 
constitucionales e internaciona-
les reconocidos.  

En tal sentido, destacó que la 
Convención Belém do Pará seña-
la que la violencia contra las mu-
jeres es una ofensa a la dignidad 
humana y una manifestación de 
las relaciones de poder teórica-
mente desiguales entre hombres 
y mujeres. En tal sentido, sostuvo 
que, para determinar sobre el ac-
to u omisión que hubieran vulne-
rado los derechos de la mujer, la 
causa se examinó bajo este para-
digma y lo normado por la ley 
25929 y su decreto reglamentario 
(2035/2015).  

Se concluyó que la imposibilidad de garantizar un anestesiólogo permanente para partos 
vaginales no configuró una conducta humillante ni una omisión médico-asistencial

Rechazaron una demanda por violencia 
obstétrica durante la pandemia
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